
Santiago, tres de julio de dos mil veintitr s.é

VISTO:

En estos autos Rol 21664-2015, seguidos ante el Vig simo Segundoé  

Juzgado Civil  de Santiago, caratulados Destiler a Los Alpes SpA con“ í  

Banco  de  Cr dito  e  Inversiones ,  Destiler a  Los  Andes  SpA  deduceé ” í  

demanda de indemnizaci n de perjuicios en contra del Banco de Cr ditoó é  

e Inversiones. Cuenta que en abril de 2010, por intermedio del abogado 

Eduardo  Vallejos,  el  se or  Claudio  Andrade  Guti rrez  ofreci  añ é ó  

Dominique Massenez, due o de la sociedad demandante, participar enñ  

un proyecto minero que l estaba desarrollando en el Valle de Punitaqui,é  

en  la  IV  Regi n.  El  proyecto  consist a  en  la  explotaci n  de  unaó í ó  

pertenencia minera de propiedad de Andrade, denominada Sat n 1 alá  

20, para lo que necesitar a recursos econ micos. A partir de entonces,í ó  

cuenta  que  Andrade  despliega  una  serie  de  medios  enga ososñ  

aparentando la existencia de un negocio minero prometedor, no obstante 

inexistente, hechos constitutivos de delito y por los que m s tarde ser aá í  

condenado  en  calidad  de  autor  por  estafa.  Menciona  que  en  dicha 

oportunidad Claudio Andrade le indic  que l era propietario de estaó é  

pertenencia minera a trav s de la Compa a Minera Santa Esperanzaé ñí  

S.A. sociedad de la que era socio principal con el 99% de sus acciones, 

desempe ndose tambi n como Gerente General de la misma. Andradeñá é  

le ofreci  a Dominique Massenez la venta del 20% de las acciones deó  

esta  sociedad  por  un  valor  de  USD  $  7.000.000  de  d lares,ó  

comprometi ndose  adem s,  a  que  el  dinero  de  la  inversi n  ser aé á ó í  

destinado a la creaci n de una planta de tratamiento de xido de sulfuroó ó  

que se levantar a en una propiedad contigua a la mina, junto con laí  

adquisici n de maquinarias para la extracci n del mineral. Relata que laó ó  

denominada Sociedad Minera Santa Esperanza S.A., se constituy  el d aó í  

25 de junio de 2009 y que para validarse en la negociaci n, el se oró ñ  

Andrade- quien por lo dem s afirm  ser sobrino directo del  entoncesá ó  
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presidente  del  Partido  Socialista  de  Chile,  se or  Osvaldo  Andrade-,ñ  

entreg  una serie de antecedentes a su parte,  como informes t cnicosó é  

geol gicos, valorizaciones de activos, derechos de agua y reservas de 40ó  

millones de toneladas m tricas de cobre sin explotar, todos antecedentesé  

que  daban  cuenta  que  dicha  pertenencia  minera  era  un  proyecto 

sustentable.  Expone  que  tras  analizar  estos  antecedentes,  visitar  el 

supuesto proyecto y sujetar la inversi n a diversas condiciones t cnicas yó é  

jur dicas, Dominique Massenez compr  a Claudio Andrade el 20% de laí ó  

Sociedad Santa Esperanza S.A., correspondiente a 4.000 acciones en un 

valor de USD $ 7.000.000 de d lares, dinero que se pag  transfiri ndoloó ó é  

entre los meses de noviembre de 2010 y enero de 2011 a una cuenta 

corriente del banco BCI cuyo titular era el propio estafador. Se ala queñ  

no obstante la celebraci n de los contratos referidos, Claudio Andrade noó  

cumpli  con  ninguna  de  sus  obligaciones  contra das,  percat ndose  suó í á  

parte que hab a sido enga ado, raz n por la cual dedujo una querellaí ñ ó  

por el  delito de estafa,  siendo condenado Claudio Andrade por el  4° 

Tribunal Oral en lo Penal de Santiago, recibiendo la pena de 4 a os deñ  

presidio menor en su grado m ximo. á

Menciona que antes de iniciar cualquier acci n legal, su parte pusoó  

en  alerta  al  banco del  hecho  de  haber  sido  estafado  y  le  solicit  laó  

intervenci n o retenci n de los fondos, sin embargo la entidad bancariaó ó  

no solo hizo caso omiso a dicho aviso sino que adem s sigui  ofreciendoá ó  

productos  y  servicios  bancarios  al  estafador,  a  quien  le  aprobaron 

cr ditos,  e inclusive se le abri  una cuenta en el  extranjero.  De estaé ó  

forma el BCI contribuy  a que los fondos de su propiedad y habidos deó  

manera ilegal, simplemente desaparecieran siendo imposible su retenci nó  

posterior.  En  raz n  de  ello,  postula  que  el  banco  demandado  fueó  

encubridor o al menos obtuvo provecho del dolo cometido por Claudio 

Javier Andrade Guti rrez. En raz n de ello pide que: i. Que se declareé ó  

que el  Banco de Cr dito e Inversiones fue encubridor o al  menos seé  
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aprovech  del dolo cometido en contra de Destiler a Los Andes SpA poró í  

Claudio Javier Andrade Guti rrez, quien a trav s de dicha maquinaci né é ó  

fraudulenta obtuvo que su parte le comprar 4.000 acciones de Sociedad 

Minera Santa Esperanza Sociedad An nima, y le desembolsare por ellasó  

la suma de USD $ 7.000.000. ii. Que, como consecuencia de lo anterior, 

el Banco de Cr dito e Inversiones debe indemnizarle a Destiler a Losé í  

Andes  SpA,  lo  siguiente:  a).-  En caso que se  considere  que la  parte 

demandada fue encubridora del indicado dolo cometido en su contra, la 

suma de USD $ 7.000.000, en su equivalencia en moneda chilena, seg nú  

el tipo de cambio vendedor del d a del pago, m s intereses a la tasaí á  

m xima  convencional,  o  a  la  tasa  que  S.S.  determine  conforme  aá  

derecho.  b).-  En caso que se  considere  que la  demandada solamente 

obtuvo provecho del indicado dolo, sin ser encubridora del mismo, la 

suma de dinero equivalente al monto del provecho que el dolo le ha 

reportado a la demandada, cuya determinaci n de especie y monto seó  

reserva para la ejecuci n del fallo, en conformidad con lo dispuesto en eló  

art culo 173 del C digo de Procedimiento Civil. c) Tanto para el caso deí ó  

la petici n contenida en la letra a) del n mero precedente, como tambi nó ú é  

para el caso la petici n contenida en la letra b) del mismo n mero, laó ú  

demandada debe ser condenada a pagarle la suma de USD $7.000.000, 

en su equivalencia en moneda chilena, seg n el tipo de cambio vendedorú  

del d a del pago, por el da o moral que su actuar il cito le ha causado, oí ñ í  

el monto que por dicho concepto se determine conforme al m rito delé  

proceso.

La parte demandada contestando la demanda pidi  su rechazo.ó  

Se alañ  que no ha incurrido ni  cometido il cito  civil  alguno,  ni  se haí  

beneficiado o aprovechado del dolo cometido por un tercero, indicando 

que la nica causa final y directa de los supuestos da os imputados a suú ñ  

parte es la propia negligencia con que el Sr. Dominique Eugene Fransois 

Massenez y Destiler a Los Andes SpA condujeron sus negocios. Refiereí  
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que en la causa arbitral en la cual Dominique Massenez y Destiler a Losí  

Andes SpA interpuso demanda en contra de Claudio Andrade, la cual se 

tramit  ante el S.J.A. del Centro de Arbitraje y Mediaci n de la C maraó ó á  

de  Comercio  de  Santiago  don  Juan  Carlos  D rr  Zegers,  quedö ó 

establecido que los demandantes actuaron con manifiesta negligencia en 

el proceso de compra de las acciones, motivo por el cual sus demandas 

indemnizatorias  por  da o  emergente  y  moral  fueron  ntegramenteñ í  

rechazadas. 

Expone,  en  lo  relativo  al  comportamiento  financiero  del  se orñ  

Andrade, que ste durante el a o 2009 abri  una cuenta corriente ené ñ ó  

d lares  en  la  sucursal  de  BCI  ubicada  en  la  comuna  de  Ovalle,ó  

encontr ndose  dentro  de  los  antecedentes  del  cuentacorrentista  queá  

motivaron  la  aprobaci n  de  su  solicitud  de  cuenta  corriente,  unó  

impecable historial comercial, la ausencia de antecedentes de estar sujeto 

a una investigaci n criminal, y el ser socio en un 99% de la Sociedadó  

Minera  Santa  Esperanza S.A.  Explica  que dicho comportamiento  fue 

uniforme hasta el a o 2011, pues en febrero de ese a o exhibi  en suñ ñ ó  

cuenta  corriente  un  abultado  saldo  que  motiv  a  su  parte,  enó  

cumplimiento a la normativa que regula su actividad, a realizar todas las 

indagaciones necesarias para determinar el origen de tales fondos, ante lo 

cual el cuentacorrentista exhibi  las tres escrituras p blicas de contratosó ú  

de compraventa que daban cuenta de que hab a vendido 4000 accionesí  

de la Sociedad Minera Santa Esperanza al Sr. Dominique Massenez. 

Concluye  se alando  que  todos  los  vicios  de  consentimiento,ñ  

incumplimientos contractuales, fraudes, estafas,  vulneraciones de pactos 

de accionistas  y  cualquier  otra  conducta  que la  actora  impute  al  Sr. 

Andrade es completamente ajena a su parte, quien no form , ni siquieraó  

accidentalmente,  parte  en  los  negocios  que  llevaron  a  cabo  el  Sr. 

Massenez y el Sr. Andrade. 

MQVXXGFZVQE



Por  ltimo  alega  que  es  improcedente  la  reserva  de  accionesú  

efectuada en conformidad al art culo 173 del C digo de Procedimientoí ó  

Civil,  por  cuanto,  si  bien,  el  legislador  permite  discutir  en  un  juicio 

posterior o en la etapa de cumplimiento del juicio la especie y monto de 

los perjuicios, la jurisprudencia es pr cticamente un nime al se alar queá á ñ  

esta facultad de reserva es total y absolutamente improcedente trat ndoseá  

de una demanda por responsabilidad extracontractual,  ya que en esta 

materia el da o es un elemento fundamental. ñ

 Por sentencia de diecis is de febrero de dos mil dieciocho el juezé  

de primera instancia rechaz  la demanda en todas sus partes.ó

La parte demandante se alz  en apelaci n en contra del referidoó ó  

fallo y una Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago, por resoluci nó  

de diecisiete de diciembre de dos mil veinte, lo confirm .ó

En su contra, dicha parte dedujo recurso de casaci n en el fondo.ó

Se orden  traer los autos en relaci n.ó ó

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que el  recurrente  alega que se  ha infringido,  en 

primer lugar, el art culo 17 del C digo Penal, al haber el tribunal a quoí ó  

estimado que el momento puntual en que se debi  haber configurado eló  

encubrimiento por parte de la entidad bancaria fue cuando accedi  aó  

recibir al estafador como cliente del banco abri ndole cuentas corrientes,é  

no obstante que del an lisis de la norma penal es posible advertir que elá  

encubrimiento  es  una  figura  jur dica  que  no  solo  se  agota  en  uní  

momento  espec fico,  siendo  tambi n  posible  que  una  conductaí é  

encubridora se manifieste en una cadena de actuaciones dolosas. Indica 

que en el caso de autos nos encontramos en la hip tesis N  1 de dichaó °  

norma. Insiste en que el encubrimiento solo puede producirse una vez 

consumado el delito y no como lo ha interpretado el Tribunal a quo. 

A ade  que  adem s  el  yerro  denunciado  se  produce  por  cuanto  losñ á  

sentenciadores estiman que el conocimiento de la perpetraci n del delitoó  
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por parte del banco BCI se da solo al  momento de la sentencia que 

condena a Andrade Guti rrez olvidando que la misma disposici n legalé ó  

indica  que  basta  que  el  encubridor  tenga  conocimiento  de  los  actos 

ejecutados para llevar a cabo el delito.

Sostiene que el demandado actuando con la diligencia media que 

se  exige  en  virtud  del  art culo  1547  del  C digo  Civil  en  aquellosí ó  

contratos  que  reportan  utilidad  a  ambas  partes,  debi ,  a  lo  menos,ó  

representarse la posibilidad de que los fondos que ten a en su cuentaí  

corriente el se or Andrade  hab an sido obtenidos de forma il cita, dadoñ í í  

que,  repentinamente  contaba  con nada menos  que la  suma de  USD 

$7.000.000, en circunstancias que nunca en toda su historia c mo clienteó  

hab a tenido transacciones tan cuantiosas.í

Tambi n reprocha el hecho que la sentencia en ninguna parte ené  

que analiza el encubrimiento se refiera al elemento central del tipo penal, 

cual  es,  que  el  banco  obtuviere  provecho  del  producto  del  delito  o 

facilitare  al  delincuente  los  medios  para  que l  se  aproveche,  lo  queé  

permiti  que omitiera la consideraci n de la abundante prueba allegadaó ó  

al proceso que demostraba legal e inequ vocamente que el BCI se hab aí í  

aprovechado de los efectos del delito y que hab a ayudado a Andrade aí  

aprovecharse de los frutos de ste.é

En un segundo cap tulo menciona como infringidos los art culosí í  

47, 1702, 1700 y  1712 del C digo Civil y 178, 346, 425, 426 y 427 deló  

C digo  de  Procedimiento  Civil,  toda  vez  que  en  autos  resultaronó  

plenamente probados todos los hechos y circunstancias que acreditaban 

los supuestos de las acciones intentadas por su parte en contra del Banco 

de Cr dito e Inversiones, pese a lo cual, la demanda fue infundadamenteé  

desestimada.  En este  ac pite  el  recurrente  se  detiene a  mencionar  laá  

prueba que habr a sido aportada por su parte y en virtud de la cual seí  

habr an acreditado los puntos de prueba establecidos por el tribunal. Ení  

este sentido cita la prueba documental que su parte aport , en especialó  

MQVXXGFZVQE



aquella  que  dice  relaci n  con  el  juicio  penal  seguido  en  contra  deó  

Andrade  y  la  prueba  pericial  evacuada  en  autos,  la  que  sostiene  no 

habr a sido siquiera considerada por los jueces del fondo.í

Refiere que con toda aquella prueba su parte logr  demostrar queó  

el Banco permiti  que Andrade Guti rrez se aprovechara del productoó é  

de  su  estafa  sacando  los  fondos  de  su  cuenta  corriente  mediante  la 

constituci n de una garant a para que no le fueran retenidos por su parteó í  

(benefici ndose  de  una  garant a  para  dichos  cr ditos)  y  pudieran  será í é  

utilizados por la v a de cr ditos que le fueron concedidos.í é

Por otra parte dice que el fallo cuestionado omiti  el hecho queó  

entre  el  ejecutivo  del  banco se or  Amen bar  y el  estafador  Andradeñ á  

exist a un v nculo anormal. En efecto, dice, Amen bar fue quien presentí í á ó 

a Andrade en la banca privada del BCI y actuando como su ejecutivo lo 

asesoraba,  lo  acompa aba  en sus  viajes  de  negocios,  manten a  en  suñ í  

poder sus claves tributarias y se permit a ordenar peritajes por cuenta deí  

su cliente para justificar reservas inexistentes en la Mina Sat n 1 al 20.á  

Es decir, en los autos exist a la prueba irrefutable que quien permiti  elí ó  

aprovechamiento de los efectos del delito por parte de Andrade fue su 

ejecutivo en el banco BCI.

En un tercer ac pite reclama vulnerados los art culos 1458, 2316 yá í  

2330  del  C digo  Civil  en  relaci n  al  art culo  173  del  C digo  deó ó í ó  

Procedimiento Civil,  en cuanto se desestima la existencia del dolo. Al 

respecto se ala, a diferencia de lo indicado por los jueces del fondo, queñ  

la acci n deducida por su parte (provecho del  dolo ajeno) es una deó  

aquellas  que  habilita  una  acci n  indemnizatoria  de  la  que,  poró  

consiguiente, se puede reservar la discusi n de su monto para la etapa deó  

ejecuci n. A lo que agrega que en autos se re nen los elementos paraó ú  

haberse dado lugar a la referida acci n, a saber, que exista una actuaci nó ó  

dolosa; que un tercero perciba provecho como consecuencia de ese dolo 

ajeno y que el que recibe el provecho no sea c mplice del dolo. ó
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Al respecto sostiene que la acci n de provecho de dolo ajeno seó  

configura independiente de la buena o mala fe del tercero que se ha 

hecho de los fondos, a lo que a ade que la interpretaci n de provechoñ ó  

obedece a un t rmino amplio,  es decir,  a cualquier  tipo de beneficioé  

obtenido del hecho il cito y no solo por los intereses o r ditos generados.í é  

Motivo por el cual estima falaz la decisi n del tribunal a quo en cuanto aó  

que no existe causalidad en el caso de marras y que el provecho obtenido 

del BCI solo se debe a su actividad bancaria de costumbre.

Refiere  que esta instituci n es de car cter excepcional,  donde aó á  

pesar  de  la  buena  fe  del  tercero,  la  ley  establece  una  obligaci n  deó  

restituir. 

Concluye  que  la  infracci n  de  las  normas  legales  citadasó  

anteriormente,  han  trasgredido  substancialmente  en  lo  dispositivo  del 

fallo, debiendo reemplazarse por otra sentencia en que la ley se aplique 

correctamente.

Solicita  que  se  acoja  el  presente  recurso  y  se  invalide  el  fallo 

recurrido,  dict ndose  la  sentencia  de  reemplazo  que corresponda coná  

arreglo a la Ley.

SEGUNDO:  Que  el  fallo  cuestionado,  que  confirmó 

ntegramente el de primer grado, previo a analizar la prueba y los hechosí  

que de ella  se pueden tener por acreditados,  razon  en torno a unaó  

cuesti n de forma, relativa a la reserva que se hab a hecho conforme aló í  

art culo 173 del C digo de Procedimiento Civil, y al respecto manifestí ó ó 

que la acci n deducida en autos tiene el car cter de restitutoria, por loó á  

que sus  requisitos no se encuentran vinculados al da o efectivamenteñ  

causado al actor en raz n de un hecho il cito culpable o doloso, sino queó í  

mira a la ganancia obtenida por un tercero, la cual debe estar vinculada 

de manera inmediata y directa con el acto doloso. De lo que concluye, 

que el provecho se configura como un elemento integrante de la acci n,ó  
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de modo tal que, sin que se haya acreditado el provecho, la acci n debeó  

ser desestimada. 

Sin perjuicio de ello, analiza el fondo del asunto, siendo relevante a 

efectos del  presente arbitrio consignar  los hechos que se tuvieron por 

acreditados por los jueces del fondo: 1.- Que Claudio Andrade, obr  deó  

forma  dolosa,  lo  que  queda  plasmado  en  la  sentencia  penal  que  lo 

conden  por el delito de estafa.ó

2.-  Los hechos por los cuales fue condenado el se or Andrade yñ  

que se encuentran establecidos en la sentencia condenatoria. 

3.- Que el 7  Juzgado de Garant a de Santiago, en el marco del° í  

procedimiento  RIT  16441-2015,  seguido  por  Dominique  Massenez  y 

Destiler a Los Andes SpA en contra de Jos  Manuel Amen bar, Hern ní é á á  

Pe afiel D az y Jorge Cristoffanini Olmedo- todos trabajadores del BCIñ í  

relacionados con la prestaci n de servicios al Sr. Andrade-, en que seó  

imputaban a los se ores Amen bar y D az los delitos de encubrimientoñ á í  

de estafa y, adem s, respecto de ellos y del se or Cristoffanini, los delitosá ñ  

del 158 del DFL N  3, concluy  que se cumpli  con la normativa legal° ó ó  

por los agentes del BCI, estim ndose que los querellados, dado el secretoá  

bancario, no pod an asumir una actitud de colaboraci n con las v ctimas,í ó í  

por  lo  que  concluye  que  los  hechos  materia  de  la  causa  no  son 

constitutivos de delito y decreta el sobreseimiento definitivo.

4.- Que el 22 de marzo de 2011 y el 25 de marzo de 2011 se 

abrieron dos cuentas al Sr. Andrade por el BCI, una en pesos y la otra 

en d lares.ó

5.- Que el 17 de agosto de 2011 se dirigi  carta por parte del Sr.ó  

lvaro  Ram rez  (quien  es  abogado  de  la  demandante)  al  Sr.  AlainÁ í  

Meyes, de la Banca Privada del BCI, indicando que el Sr. Andrade hab aí  

incumplido los contratos de compraventa celebrados con Destiler a Losí  

Andes SpA.
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6.- Que en noviembre de 2011, a petici n del BCI, el Sr. Riveraó  

Riffo,  ge logo,  evacu  un  Informe  de  Diagn stico  Geol gico  deló ó ó ó  

Potencial  de  la  Concesi n  Minera  Sat n  1-20.  En dicho informe,  seó á  

hacen proyecciones favorables en cuanto a la potencialidad de encontrar 

cuerpos mineralizados a mayor profundidad en las minas Sat n 1-20.á

7.-  Que el 7 de mayo del 2012 se inici  procedimiento penal poró  

Destiler a  los  Andes  SpA  y  Dominique  Messenez  en  contra  del  Sr.í  

Andrade, el que culmin  con sentencia condenatoria de fecha 28 de julioó  

de 2015.

8.-  Que  el  28  de  agosto  de  2012  se  requiri  al  BCI,  por  unó  

receptor judicial, en el marco de una causa seguida entre Destiler a Losí  

Andes SpA y Sociedad Minera Santa Esperanza S.A. ante el 21  Juzgado°  

Civil de Santiago, la retenci n de USD$7.000.000 en la cuenta corrienteó  

N  11181842, informando el BCI que el demandado no ten a dineros° í  

disponibles en dicha cuenta y que este se encontrar a con sobregiros.í

En base a dichos sustratos f cticos los jueces se avocan, en primerá  

lugar, a razonar acerca de la acci n indemnizatoria derivada del hechoó  

il cito cometido por el banco en su calidad de supuesto encubridor delí  

se or Andrade, manifestando al respecto que  ñ “El BCI al tiempo de abrir  

las  cuentas  corrientes  al  Sr.  Andrade  sab a  de  la  celebraci n  de  losí ó  

contratos de compraventa entre ste y Destiler a Los Andes SpA. Ahoraé í  

bien,  las  interrogantes  que  se  ciernen  son:  deb a  saber  que  esos¿ í  

contratos  eran parte  del  ardid de una estafa?  Deb a saber  que esos¿ í  

contratos adolec an de un vicio de nulidad por dolo? Finalmente, quí ¿ é  

medidas  espec ficas  deb  adoptar  el  BCI  frente  a  dicha  operaci ní íó ó  

vinculada a la prevenci n en el lavado de activos? No parece plausible eló  

nivel  de  diligencia  que le  exige  la  demandante  a  la  demandada.  En  

efecto, si sta tom  conocimiento que producto de una compraventa deé ó  

acciones el Sr. Andrade logr  obtener una suma relevante de dinero, noó  

puede inhibirse de brindarle sus servicios financieros por ese s lo hecho.ó  
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En efecto, el Sr. Andrade acreditaba el origen de los fondos obtenidos y  

daba cuenta de un negocio que lo sustentaba .”

Por otro lado dicen que los hechos de la causa demuestran que en 

noviembre  de  2011,  el  BCI  obtiene  un  documento  emanado  de  un 

ge logo en que muestra el potencial de la Minera Sat n 1-20. Raz n poró á ó  

la cual estiman que el BCI no permaneci  en inactividad, ordenando laó  

confecci n del referido informe, el cual presumen lo llev  a confiar en unó ó  

desarrollo  econ micamente  positivo  de  las  pertenencias  que,ó  

supuestamente,  correspond an  a  la  sociedad  Minera  Santa  Esperanzaí  

S.A., hecho que estiman justificar a los cr ditos que el banco otorg  alí é ó  

Sr. Andrade.

En cuanto a que al demandado se le comunic  por parte del actoró  

que exist a  este delito de estafa,  refieren los  sentenciadores  que si  uní  

Banco  procediere  a  adoptar  medidas  en  beneficio  de  terceros  y  en 

perjuicio de sus clientes en base a las comunicaciones que le realicen, 

ser a un acto de una negligencia supina. í

En cuanto a la medida precautoria intentada, se alan que el Bancoñ  

inform  que no exist an fondos en dicha cuenta y que, adem s, exist anó í á í  

sobregiros,  por  lo  que  advierten  que ste  no se  neg  a  cumplir  unaé ó  

resoluci n judicial, pues si no hab a fondos, era imposible ejecutarla y aó í  

lo imposible nadie est  obligado. á

Concluyen que el BCI- por medio de sus funcionarios- no tuvo 

conocimiento  que  el  Sr.  Andrade  hab a  cometido  un  delito  para  laí  

obtenci n de los fondos que lo llevaron a abrir las cuentas corrientes enó  

dicho Banco.

En cuanto a la acci n por provecho del dolo ajeno se expone poró  

los jueces del fondo que no se dan sus elementos, pues, por una parte, la 

ganancia que se ha alegado habr a obtenido el banco no es inmediata (ení  

este sentido proceden a analizar el informe pericial evacuado en autos, 

rest ndole valor probatorio por las razones que en el fallo expresan).á
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Se alan que los argumentos relativos a la necesidad de acreditar elñ  

importe del provecho y la consecuente incompatibilidad entre la presente 

acci n y la reserva del art culo 173 del C digo de Procedimiento Civil; laó í ó  

falta  de  causalidad  inmediata  del  provecho  que  parece  invocar  el 

demandante;  y  las  deficiencias  probatorias  en  cuanto  a  establecer  si 

quiera una base de c lculo para determinar el provecho que experimentá ó 

el  BCI,  son  argumentos  v lidos  para  rechazar  la  acci n  tanto  si  seá ó  

considera su naturaleza como restitutoria o indemnizatoria.

Por ltimo en cuanto a la demanda por da o moral refieren queú ñ  

yerra la actora al ejercer esta acci n pues expone que el mismo se cifraó  

en El sentimiento de impotencia frente a la desconfianza y temor de“  

llevar a cabo nuevos negocios (  )   ,  de lo que se advierte que la… ”  

demandante confunde el perjuicio moral que pudo haber experimentado 

la persona natural socia de Destiler a Los Andes SpA, con el perjuicioí  

moral que pudo haber afectado a la sociedad misma que, en definitiva, 

es la demandante de autos. 

TERCERO:  Que  de  las  alegaciones  efectuadas  en  el  recurso 

aparece que stas persiguen establecer supuestos f cticos fundamentalesé á  

que no fueron asentados por los sentenciadores. Concretamente, en este 

caso, pretende que se establezca que el banco demandado, por medio de 

sus  funcionarios,  en especial  aquel  de apellido  Amen bar ,  actu  de“ á ” ó  

manera dolosa encubriendo el delito de estafa cometido por ste, o queé  

al menos, por medio de sus funcionarios tuvo conocimiento que el Sr. 

Andrade hab a cometido un delito para la obtenci n de los fondos que loí ó  

llevaron a abrir  las  cuentas  corrientes  en dicho Banco;  que el  banco 

obtuvo un provecho del dolo con que actu  Andrade y que se acredit ,ó ó  

al menos, la base de c lculo para determinar dicho provecho.  á

CUARTO: Que, ahora bien, mirando los basamentos del arbitrio 

de casaci n, es manifiesto que conciernen a la esfera probatoria de laó  

contienda, circunstancia que hace necesario volver a recordar que este 
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medio de impugnaci n de ndole extraordinaria, no constituye instanciaó í  

jurisdiccional, pues no tiene por finalidad propia revisar las cuestiones de 

hecho  del  pleito  ya  tramitado,  sino  que  se  trata  de  un  recurso  de 

derecho,  puesto que la resoluci n del  mismo debe limitarse  en formaó  

exclusiva a examinar la correcta o incorrecta aplicaci n de la ley en laó  

sentencia que se trata de invalidar,  respetando los  hechos que vienen 

dados en el fallo, que habr n sido fijados soberanamente por los juecesá  

sentenciadores, limitaci n que se encuentra legalmente contemplada en eló  

art culo 785 del C digo de Procedimiento del ramo. Sin embargo, ení ó  

forma  excepcional,  es  posible  conseguir  la  alteraci n  de  los  hechosó  

asentados por los tribunales de instancia en caso que la infracci n de leyó  

que se denuncia en el recurso responda a la transgresi n de una o m só á  

normas reguladoras de la prueba, mas no respecto de alguna de aqu llasé  

que reglan la apreciaci n de las probanzas que se hubiesen rendido, cuyaó  

aplicaci n es facultad privativa del juzgador.ó

QUINTO:  Que,  siguiendo  esta  l nea  de  razonamiento  no  seí  

vislumbra la infracci n que se ha denunciado respecto de los art culosó í  

1700  y  1702  del  C digo  Civil,  toda  vez  que  del  an lisis  del  falloó á  

recurrido se colige que los jueces del fondo no negaron el car cter deá  

instrumentos  p blicos  a  aqu llos  de  tal  naturaleza  acompa ados  alú é ñ  

proceso, as  como tampoco negaron el valor de instrumentos p blicos aí ú  

aqu llos  instrumentos  privados  acompa ados  en  la  causa  que  fuerené ñ  

reconocidos por la parte a quien se oponen ni le otorgaron dicho valor a 

instrumentos  privados  que  no  cumpl an  con  aquel  requisito,  noí  

rest ndoles el valor probatorio que ellos pudieran tener; observ ndose,á á  

m s bien, que las alegaciones del impugnante se orientan a promoverá  

que esta Corte realice una nueva valoraci n de la documental, lo queó  

resulta ajeno al recurso intentado. 

Que acerca de la pretendida contravenci n de lo prevenido en eló  

art culo 1712 del C digo Civil, precepto que se refiere a la tipolog a deí ó í  
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las presunciones, y el art culo 426 del C digo de Procedimiento Civil,í ó  

cabe se alar  que ambas  constituyen normas  que no admiten,  por lasñ  

razones  esgrimidas  en  el  recurso,  la  intromisi n  de  este  tribunal  deó  

casaci n en los hechos que vienen o no justificados en el pleito, con eló  

m rito  de la  prueba rendida,  puesto que la facultad prevista en talesé  

disposiciones para calificar la gravedad, precisi n y concordancia de lasó  

presunciones que permitan asignarles valor probatorio, es ajena al control 

de legalidad que ejerce esta Corte, correspondiendo tal actuaci n a unó  

proceso racional de los jueces del m rito que no est  sujeto al control delé á  

recurso de casaci n en el fondo.ó

Por ltimo, respecto a la transgresi n del art culo 425 del C digoú ó í ó  

de  Procedimiento  Civil,  por  regla  general,  el  empleo  por  los 

sentenciadores  de  la  pauta  dispuesta  en  dicha  norma  no  resulta 

impugnable en un recurso de casaci n de fondo, a menos que se expreseó  

con toda claridad y de manera determinada y espec fica la regla de laí  

l gica, de la experiencia, de la raz n o el sentido com n que quienesó ó ú  

argumentan han infringido, cuesti n que no ha acontecido en autos. ó

SEXTO:  Que  del  an lisis  realizado  en  las  reflexiones  queá  

anteceden se puede concluir  que los sentenciadores  del  grado no han 

incurrido  en  los  yerros  de  derecho  que  se  han  se alado  -  no  hanñ  

rechazado pruebas que la ley admite ni han aceptado otras que la ley 

rechaza, ni han desconocido, tampoco, el valor probatorio de las distintas 

probanzas producidas en autos; de lo que se advierte que el demandante 

m s propiamente est  atacando la ponderaci n que los jueces del gradoá á ó  

-dentro del mbito de sus potestades- han realizado de tales probanzas,á  

que la equivocada aplicaci n de los preceptos indicados, circunstanciaó  

que impide revisar la actividad desarrollada por ellos en relaci n a laó  

prueba, y variar, por este Tribunal de Casaci n, los supuestos f cticosó á  

determinados  y  sobre  los  cuales  recay  la  aplicaci n  del  derechoó ó  

sustantivo que se dice vulnerado. 
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S PTIMOÉ  Que, sin perjuicio de que lo analizado hasta aqu  esí  

suficiente para rechazar el presente arbitrio, solo a mayor abundamiento, 

es del caso se alar que el recurso no ha sido encaminado como debiñ ó 

serlo,  abarcando todos  los  fundamentos  jur dicos  que en propiedad eí  

ineludiblemente resultaban ser pertinentes y de rigor. Esto es as , puestoí  

que el recurrente omite extender la infracci n legal al art culo 2314 deló í  

C digo Civil; precepto que tiene car cter decisorio litis pues aquel sirveó á  

de sustento jur dico a las pretensiones formuladas en la demanda, que fueí  

rechazada por los  jueces  del  m rito  en la  sentencia  definitiva.  Al  noé  

formular  tal  denuncia  se  genera  un  vac o  que  la  Corte  no  puedeí  

subsanar dado el car cter de derecho estricto que reviste el recurso deá  

nulidad intentado 

OCTAVO: Que, no obstante todo lo anterior,  debemos hacer 

presente que la forma en que ha sido planteado este arbitrio de nulidad 

sustancial resulta del todo improcedente, pues, por una parte, se alega el 

hecho de que el banco BCI actu  como encubridor en el delito de estafaó  

cometido por  Claudio  Javier  Andrade  Guti rrez  y  en este  sentido  seé  

deduce una acci n de indemnizaci n de perjuicios en su contra, y poró ó  

otra, que ste se aprovech  del dolo con que obr  Andrade, deduciendoé ó ó  

a su respecto una acci n por provecho del dolo ajeno, lo que importaó  

dotar al recurso de que se trata de un car cter dubitativo que conspiraá  

contra su naturaleza de derecho estricto, como quiera que su finalidad no 

es otra que la de fijar el recto alcance, sentido y aplicaci n de las leyesó  

en  t rminos  que no puede admitirse  que  se  viertan en l  reflexionesé é  

incompatibles  ni  menos  alegaciones  alternativas  que  lo  dejan,  as ,í  

desprovisto de la certeza necesaria.

En  relaci n  a  lo  antedicho,  no  debe  perderse  de  vista  que  loó  

puntual y relevante a comprobar en el contexto de la casaci n en eló  

fondo,  es  si  ha  existido infracci n  de  ley  en  un  determinado sentidoó  
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-comprometiendo la pervivencia del fallo que puso fin a la contienda o 

hizo imposible su continuaci n- o no la hay.ó

En  la  especie,  las  alegaciones  que  se  invocan  necesariamente 

suponen  la  aplicaci n  de  la  ley  de dos  maneras  distintas.  Pues  bien,ó  

trat ndose de un recurso de derecho estricto, ste debe ser deducido ená é  

forma  categ rica  y  precisa,  estando  fuera  de  lugar  alegacionesó  

alternativas, por carecer de la certeza y determinaci n indispensables. ó

NOVENO: Que, por ltimo, necesario tambi n es se alar que elú é ñ  

presente arbitrio carece de peticiones concretas en lo que dice relaci nó  

con la sentencia de reemplazo que esta Corte debiese proceder a dictar 

en caso de acogerse el recurso e invalidarse el fallo recurrido, puesto que 

se  solicita  nicamente  que  se  dicte  la  sentencia  de  reemplazo  queú  

corresponda con arreglo a la ley, lo que resulta insuficiente para entender 

que es lo que se solicita a esta Corte y fijar con ello su competencia.

D CIMOÉ :  Que,  conforme a  todo  lo  razonado,  el  recurso  de 

casaci n ser  desestimado.ó á

Por estas consideraciones y visto adem s lo dispuesto en el art culoá í  

782  del  C digo  de  Procedimiento  Civil,  ó se  rechaza el  recurso  de 

casaci n en el fondo deducido por el abogado Felipe Velast n Torres, enó í  

representaci n  de la  parte  demandante,  en contra  de la  sentencia deó  

diecisiete  de  diciembre  de  dos  mil  veinte,  dictada  por  la  Corte  de 

Apelaciones de Santiago.

Reg strese y devu lvase con sus tomos y agregadosí é .

Redacci n a cargo de la Ministra se ora Mar a Ang lica Repettoó ñ í é  

G.

Rol N  11.955-2021.°

Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema por los Ministros 

Sr.  Mauricio  Silva  C.,  Sra.  Mar a  Ang lica  Repetto  G.,  Sra.  Mar aí é í  

Soledad  Melo  L.,  Ministro  Suplente  Sr.  Mu oz  P.  y  el  Abogadoñ  

Integrante Sr. Pedro guila Y. Á
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No firma el Ministro (S) Sr. Mu oz P. no obstante haber concurrido a lañ  

vista de la causa y acuerdo del fallo, por haber concluido el periodo de 

su suplencia.
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Autoriza el Ministro de Fe de la Excma. Corte Suprema

En Santiago, a tres de julio de dos mil veintitrés, notifiqué en Secretaría
por el Estado Diario la resolución precedente.
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validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de  la
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